El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SIMULACIÓN / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSAL DE LOS ACREEDORES / LA TIENEN DESDE CUANDO PROMUEVEN LA ACCIÓN DIRIGIDA A QUE SE DECLARE LA EXISTENCIA DEL CRÉDITO / CAMBIO DE PRECEDENTE.
En el ordenamiento jurídico no existe una disposición que de manera precisa especifique quiénes puedan ejercer la acción de simulación y ha sido la Corte Suprema de Justicia, a lo largo de su jurisprudencia, la que se ha encargado de desarrollar, además de lo relativo a sus alcances y presupuestos, lo concerniente al interés para proponerla, todo en el escrutinio del artículo 1766 del Código Civil y ha dicho de manera reiterada que de ella son titulares no solo las partes que intervinieron o participaron en el concilio simulatorio y, en su caso, sus herederos, sino, también, los terceros, cuando el acto atacado les acarrea un perjuicio cierto y actual. 

Y para hacer referencia a lo que al caso interesa, cuando era un acreedor el que promovía la acción, exigía además que esa calidad fuera anterior o  concomitante al contrato impugnado, porque era apenas natural entender que la prenda general de la garantía del deudor, que consagra el artículo 2488 del CC, se debía tomar en el estado en que se encontraba la obligación momento en que el deudor la adquiría. Así entonces consideraba que si el crédito no había nacido ni existía al momento del acto fingido, era apenas lógico que no se pudiera hablar de un perjuicio serio, cierto y actual. Por tanto, el acreedor posterior del negocio simulado, no podía escudriñar en el pasado de quien para entonces no era su deudor. (…)
Empero, en forma más reciente, en sentencia SC21761-2017 del 18 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, la Corte hizo un análisis de los diversos estadios por los que transitado la construcción de la simulación en el sistema jurídico patrio, hasta tornarse en una institución autónoma y de naturaleza definida y al analizar la figura de la legitimación en la causa del acreedor, expresó: (…)
“Tratándose de la legitimación de los acreedores, la acción formulada no admite distingos temporales de ninguna índole, en coherencia con doctrina reconocida en la materia, “(…) tienen el derecho de ofrecer la prueba de su carácter ficticio (…)”] (PLANIOL, Marcelo y RIPERT, Jorge. tratado práctico de derecho civil francés. Tomo séptimo, las obligaciones, segunda parte. Habana: cultural, 1936. p 265.) . Si se exigiese la precedencia del crédito, dicha acción devendría como inocua y carente de objeto, confundiéndose con la acción pauliana. (…)
“Así las cosas, con relación a la época del negocio jurídico simulado, ningún papel juega establecer la anterioridad, concomitancia o posterioridad del derecho del demandante. A los terceros acreedores, simplemente, amén de la prueba de la simulación, les basta demostrar que el negocio fingido les irrogó un perjuicio serio, cierto y actual”. (…)
Para la Sala, de acuerdo con la jurisprudencia que se ha traído como fundamento esta sentencia, el interés en los demandantes para demandar la simulación de los actos realizados por el señor José Isaac Hernández, surgió desde cuando promovieron la demanda tendiente a obtener se le declarara responsable de los daños que sufrieron a raíz del accidente de tránsito a que se refieren las copias de las sentencias que atrás se mencionaron, y concretamente desde cuando de ella recibió notificación el citado señor, pues sabía que aquellos buscaban un interés económico que podía afectar su patrimonio.
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RESUMEN DEMANDA REFORMADA (F 324 Y SS)
PRETENSIONES PRINCIPALES: 1) Declarar simulados por inexistentes los siguientes actos: a) el contrato de liquidación de la sociedad conyugal de los esposos José Isaac Hernández y Cecilia Toro de Hernández, contenido en la escritura pública No. 1092 del 14 de junio de 2013, aclarada por la No. 1695 del 6 de septiembre de 2013, otorgadas en la Notaría Segunda de Pereira; b) el contrato privado de compraventa celebrado entre el citado señor y la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS el 29 de mayo de 2013. 2) declarar que esos actos son ficticios; 3) librar las comunicaciones del caso para las anotaciones sobre la simulación a que haya lugar; 4) ordenar a la señora Cecilia Toro de Hernández reintegrar al señor José Isaac Hernández todos los bienes objeto de los actos a que se refiere la pretensión primera; 5) condenar en costas a los demandantes.

PRETENSIONES SUBSIDIARIAS: Son casi las mismas, pero tendientes a obtener se declare la simulación relativa de esos actos y a que se declare que tal donación es válida solo hasta 50 smmlv y nula en el exceso por falta de insinuación judicial.

HECHOS COMUNES A LAS PRETENSIONES: El señor José Isaac Hernández es deudor de los señores Anabeiba Muñoz Joven, Carmen Gutiérrez Ibañez y Humberto Joven Alarcón por la suma de $412.534.554, con motivo de un proceso de responsabilidad civil extracontractual que terminó con sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Garzón, Huila, confirmada por el Tribunal Superior de Huila, en la que se le condenó a pagar $512.534.554, de los que la Aseguradora Solidaria de Colombia pagó $100.000.000; al solicitar medidas cautelares sobre bienes del citado señor, ya no estaban en cabeza suya; el 20 de mayo de 2013 se dictó la sentencia de primera instancia en ese proceso y de manera inmediata traspasó todos sus bienes a la señora Cecilia Toro de Hernández, su esposa, mediante la escritura a que se refieren las pretensiones; el 29 del mismo mes, mediante contrato privado, vendió el establecimiento o Quesera Chepe o Nacional de Quesos, a la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS, cuya gerente es la misma señora, su esposa; a eso procedió para evadir sus obligaciones; renunció a sus gananciales y quedó sin patrimonio económico, aunque antes de la liquidación de la sociedad conyugal, todos estaban a su nombre; a pesar de la venta del establecimiento de comercio referido, lo incluyó en la liquidación de la sociedad conyugal; así, los demandantes se quedaron sin respaldo y sin prenda general para el pago; para la celebración de los actos simulados, contó con la complicidad de su esposa; continúan habitando los bienes y el señor José Isaac los administra; se les dio un precio pírrico de $290.048.000 cuando el valor de todos es superior a $3.000.000.000 y encuentra indicios de simulación en la calidad de esposos de los demandados; en el sigilo y rapidez con que actuaron para realizar los actos fingidos; el citado señor sigue como poseedor y administrador de todos los bienes; en la fábrica de almidones, su administrador lo reconoce como único dueño; se dijo en la liquidación que ninguno de los esposos se quedaba debiendo alimentos, porque los bienes repartidos son suficientes para velar por su propio sostenimiento, cuando quien quedó con todo debería proporcionárselos al otro y el mismo señor responde por el seguro médico de su esposa, quien es beneficiaria, cuando debería ser al contrario.
RESUMEN CONTESTACIÓN DEMANDA REFORMADA.

El señor José Isaac Hernández se opuso a las pretensiones, aceptó algunos hechos, aunque no que fueran simulados los actos atacados y propuso como excepciones de fondo: “Disolución y liquidación de sociedad conyugal ajustada a la Ley”; “acto univoluntario ajustado a la ley por parte del señor José Isaac Hernández”, inexistencia del fraude pauliano” y “prescripción”. (Folios 347 y ss)

La señora Cecilia Toro, en su propio nombre y como representante de la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS, se opuso a las pretensiones; admitió parcialmente lo hechos y negó que fueran fictos los actos cuya simulación se demandan (folios 364 y ss)
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 6 de marzo de 2018. En ella se accedió a las súplicas de la demanda principal; se declararon no probadas las excepciones de fondo y se condenó en costas a los demandados. Encontró el juzgado varios indicios de simulación.

APELACIÓN: Impugnó el apoderado de la señora Cecilia Toro de Hernández y de la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS. 

SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de la señora  Cecilia Toro de Hernández y de la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 6 de marzo de 2018, en el proceso sobre simulación que contra los impugnantes y el señor José Isaac Hernández instauraron los señores Anabeiba Muñoz Joven, Carmen Gutiérrez Ibáñez y Humberto Joven Alarcón.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2. De acuerdo con los reparos que hizo el apoderado de la impugnante al fallo de primera instancia y a los que sustentó en esta sede, corresponde a esta Sala decidir en primer lugar si los actores están legitimados en la causa para demandar la simulación de los actos a que se refieren las pretensiones del escrito con el que se promovió la acción. De ser afirmativa esa respuesta, se analizarán los demás planteamientos del citado profesional, frente a otras decisiones que contiene la sentencia.
3. Se recuerda que las pretensiones principales de la demanda van dirigidas a obtener se declare la simulación absoluta del acto que contiene la liquidación de la sociedad conyugal de los esposos José Isaac Hernández y Cecilia Toro de Hernández, contenido en la escritura pública No. 1092 del 14 de junio de 2013, aclarada por la No. 1695 del 6 de septiembre de 2013, otorgadas en la Notaría Segunda de Pereira; también, del contrato privado de compraventa celebrado el 29 de mayo de 2013, entre el primero y la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS, representada por la segunda.

El juzgado accedió a esas peticiones, pues además de encontrar demostrado que los referidos actos son mera apariencia, consideró que los actores sí estaban legitimados para promover la acción, en razón a que “su expectativa a futuro sería que en caso de que los bienes quedaran nuevamente en su 100% a nombre del señor José Isaac Hernández, poder perseguirlos para el pago de los dineros que en su favor fue condenado” por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Garzón, Huila, en sentencia del 20 de mayo de 2013, confirmada el 17 de enero de 2014 por el Tribunal Superior de Neiva, Sala de Decisión Civil Laboral Familia, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual que en contra del citado señor se adelantó. 

El apoderado de los impugnantes estima que carecían de tal legitimación, porque para las fechas en que los esposos liquidaron la sociedad conyugal y se negoció el establecimiento de comercio, no tenían los actores la calidad de acreedores suyos, pues no existía una obligación clara, cierta, expresa y exigible, toda vez que la sentencia que impuso la condena, no se encontraba ejecutoriada y no había proceso ejecutivo en curso.
4. En el ordenamiento jurídico no existe una disposición que de manera precisa especifique quiénes puedan ejercer la acción de simulación y ha sido la Corte Suprema de Justicia, a lo largo de su jurisprudencia, la que se ha encargado de desarrollar, además de lo relativo a sus alcances y presupuestos, lo concerniente al interés para proponerla, todo en el escrutinio del artículo 1766 del Código Civil y ha dicho de manera reiterada que de ella son titulares no solo las partes que intervinieron o participaron en el concilio simulatorio y, en su caso, sus herederos, sino, también, los terceros, cuando el acto atacado les acarrea un perjuicio cierto y actual. 
Y para hacer referencia a lo que al caso interesa, cuando era un acreedor el que promovía la acción, exigía además que esa calidad fuera anterior o  concomitante al contrato impugnado, porque era apenas natural entender que la prenda general de la garantía del deudor, que consagra el artículo 2488 del CC, se debía tomar en el estado en que se encontraba la obligación momento en que el deudor la adquiría. Así entonces consideraba que si el crédito no había nacido ni existía al momento del acto fingido, era apenas lógico que no se pudiera hablar de un perjuicio serio, cierto y actual. Por tanto, el acreedor posterior del negocio simulado, no podía escudriñar en el pasado de quien para entonces no era su deudor. En tal sentido se pronunció en la  sentencia SC11003-2014 del 20 de agosto de 2014, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco.
Empero, en forma más reciente, en sentencia SC21761-2017 del 18 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, la Corte hizo un análisis de los diversos estadios por los que transitado la construcción de la simulación en el sistema jurídico patrio, hasta tornarse en una institución autónoma y de naturaleza definida y al analizar la figura de la legitimación en la causa del acreedor, expresó:
“4.3.2.2. En este contexto, para auscultar la legitimación y el interés para obrar, debe precisarse, que no se halla la Corte frente a la judicialización de una acción pauliana que circunscribe el marco espacio temporal de la legitimación en la causa y del interés para obrar a los acreedores afectados (2488-2491 del C.C.), por pérdida o mengua de la garantía, reclamando, en todo caso, la precedencia de una acreencia en cabeza del actor. Enfrenta, ahora, como se viene señalando una acción muy distinta, eminentemente declarativa, con mayor extensión y con definitiva diferencia conceptual con la pauliana. La acción de  simulación no se relaciona con el mejoramiento o el aumento de dicha garantía común, sino que la reconstruye, rescata o actualiza; o en otras hipótesis, simplemente vuelve el patrimonio al verdadero cauce. 

Tratándose de la legitimación de los acreedores, la acción formulada no admite distingos temporales de ninguna índole, en coherencia con doctrina reconocida en la materia, “(…) tienen el derecho de ofrecer la prueba de su carácter ficticio (…)”] (PLANIOL, Marcelo y RIPERT, Jorge. tratado práctico de derecho civil francés. Tomo séptimo, las obligaciones, segunda parte. Habana: cultural, 1936. p 265.) . Si se exigiese la precedencia del crédito, dicha acción devendría como inocua y carente de objeto, confundiéndose con la acción pauliana. 

Al decir de otro autor, “(…) [porque] desde que el acto de transferencia es simulado y el bien que ha sido objeto de este acto dependía del patrimonio del deudor en el momento de nacer su crédito y formar por lo mismo, como los otros bienes del deudor, la prenda común o garantía general de los acreedores, los nuevos acreedores pueden hacer valer sobre ese bien los derechos que la ley les reconoce en todos los bienes del deudor y tienen un interés en que se declare que no ha salido del patrimonio por esta convención simulada” (DIEZ DUARTE, Raúl. La simulación de contrato en el código civil chileno. Teoría jurídica y práctica forense. Santiago: Imprenta chile, 1957. p 149) 

En fin, acorde también con la doctrina, “(…) [p]ara el ejercicio de la acción de simulación no es necesario: (…) La prueba de la anterioridad del derecho del impugnante a la creación del negocio fingido o disfrazado (…)” (Ferrara, Francesco. La simulación de los negocios jurídicos. 3ª ed. Madrid: Revista de Derecho Privado, 1953. p. 409.)  En palabras de otro autor, “(…) tampoco es necesaria la anterioridad del crédito con respecto al acto impugnado, o la preordenación del acto al fin de perjudicar el crédito futuro” (Messineo, Francesco. Doctrina general del contrato. t. II. Buenos Aires: Ejea, 1986.) 

Así las cosas, con relación a la época del negocio jurídico simulado, ningún papel juega establecer la anterioridad, concomitancia o posterioridad del derecho del demandante. A los terceros acreedores, simplemente, amén de la prueba de la simulación, les basta demostrar que el negocio fingido les irrogó un perjuicio serio, cierto y actual. 

4.3.2.3. Itérase, la distinción temporal dicha, desde luego, tiene cabida tratándose de la acción paulina, en cuyo caso, al tener como mira la destrucción de un negocio jurídico realmente celebrado, se requiere, es regla de principio, la preexistencia del derecho cierto e indiscutido en cabeza del actor. La excepción se contrae al contrato pensado y ejecutado, según la Corte, “(…) en atención al crédito futuro, por lo común de origen legal, y con el fin doloso de privar por adelantado al  acreedor  de las garantías con que hubiera podido contar ” (CSJ. Civil. Sentencia de 28 de junio de 1991, CCVIII-549, primer semestre, reiterada en fallo 4468 de 9 de abril de 2014, expediente 00069)…

4.3.2.4. No se desconoce, la precedencia o simultaneidad del crédito del tercero, respecto de la fecha del contrato que tilda de simulado, fue exigida en sentencia SC11003 de 20 de agosto de 2014, expediente 00307, siguiendo pautas asentadas en las providencias de 30 de agosto de 1924 (XXXI-104), de 28 de mayo de 1935 (XLII-25), de 26 de agosto de 1936 (XLVII-61) y de 10 de agosto de 1943 (LVI-38/41). Sin embargo, estas últimas, obedecían a un momento jurisprudencial histórico distinto, razón por la cual, se precisa, en la actualidad no tienen cabida. 

La doctrina, en efecto, fue construida en los marcos teóricos de la  simulación  concebida como nulidad y en el lenguaje de la contraestipulación, épocas en las cuales no se había decantado su naturaleza jurídica ni las diferencias sustanciales con la acción paulina. Por el contrario, ante la carencia para la primera de un estatuto jurídico independiente en el Código Civil, una y otra fueron encaradas indistintamente…”

Y aunque en el proceso en el que se dictó ese fallo actuaba como demandante el titular de una obligación alimentaria, que aún no había obtenido la fijación judicial de la cuota respectiva, frente a su progenitor, obligado a suministrarlos y que con el fin de evadir su obligación de manera ficta transfirió su patrimonio, también se dijo en esa providencia:

“4.5.3. En ese contexto, el error iuris in iudicando denunciado, con incidencia en las normas denunciadas como violadas, se estructura, porque si para el juzgador acusado, la declaración de simulación  se supeditaba a la existencia en favor del demandante de un título ejecutivo con las características de claridad, expresividad y exigibilidad, tal exigencia, como supra quedó explicado, se predica de una acción distinta, esto es, de la pauliana. 

La legitimación y el interés del actor para el efecto, por lo tanto, subyacía en el contenido mismo de la obligación alimentaria, verbi gratia, cuando se encuentra en vía de establecerla o de consolidarla, precisamente, para evitar que la fijación de la respectiva cuota resulte siendo fingida tanto respecto de la necesidad del  acreedor alimentario, como de la real capacidad económica del deudor alimentante…


La acción de simulación, en consecuencia, se justifica no sólo frente a un daño serio y actual, sino también de cara al peligro o menoscabo a la integridad de otros derechos, a raíz de la interposición del acto o contrato fingido. Si para la Corte basta un litigio judicial para que la demanda de simulación pueda promoverse, se entiende que, según las circunstancias en causa, comprende un daño potencial, como la simple amenaza o la mera posibilidad de que algún daño llegue a producirse…”

5. Como se enunciara, la legitimación en la causa por activa la hacen derivar los actores de su calidad de acreedores del señor José Isaac Hernández y la pretenden acreditar con los siguientes documentos, aportados con la demanda, que hacen parte del proceso sobre responsabilidad civil extracontractual que instauraron contra él y además contra Carlos Emilio Vélez Soto y la compañía Aseguradora Solidaria de Colombia, que se tramitó en el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Garzón, Huila, el 20 de mayo de 2013:
5.1 Copia de la sentencia de primera instancia, proferida el 20 de mayo de 2013,  por medio de la cual: a) se declaró responsables a José Isaac Hernández y Carlos Emilio Vélez Soto, del accidente ocurrido el 28 de noviembre de 2010, en el que perdió la vida el señor César Augusto Joven Gutiérrez; b) se les condenó a pagar, a Anabeiba Muñoz Joven y a la menor Yaira Nanyely Joven Muñoz, la suma de $196.267.277 por perjuicios materiales y por perjuicios morales $40.000.000, a cada una; a  Carmen Gutiérrez Ibáñez y  Humberto Joven Alarcón por ese último concepto, $20.000.000 a cada uno; c) a la compañía de seguros se le mandó concurrir con el pago de esas indemnizaciones, hasta por la suma de $100.000.000 y d) a todos ellos a pagar las costas del proceso (F 2 a 19, C 1):
5.2 Auto del 4 de julio de 2013, por medio del cual se concedió el recurso de apelación que contra esa providencia interpusieron el apoderado de la parte demandada y del llamado en garantía y se decretó el embargo del vehículo de placas WHH-861, de propiedad del señor José Isaac Hernández (F 20, C 1).

5.3 Copia de la sentencia de segunda instancia, con sus constancias de notificación y ejecutoria, proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Neiva, Sala Tercera de Decisión Civil Familia Laboral, el  17 de enero de 2014, por medio de la cual se confirmó la de primera y se condenó en  costas a los demandados. (Fl. 23 a 42, C 1). 

Además aportaron copia de los actos cuya simulación demandan:

5.4 Escritura pública No. 1092 del 14 de junio de 2013, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, por medio de la cual los señores José Isaac Hernández y Cecilia Toro de Hernández declararon disuelta y liquidaron su sociedad conyugal, acto en el cual el primero renunció a sus gananciales, a favor de la segunda y esta recibió la totalidad del activo y del pasivo social (F 49 a 53, C 1).
5.5 Escritura pública No. 1695 del 6 de septiembre de 2013, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, por medio de la cual los señores José Isaac Hernández y Cecilia Toro de Hernández aclararon la que se acaba de relacionar, para excluir del activo social el establecimiento de comercio Quesera Chepe, que había sido enajenado a la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS  (F 54 y 55, C 1)

5.6 Contrato de compraventa celebrado entre el señor José Isaac Hernández y el representante legal de la sociedad Nacional de Quesos SAS, el 29 de mayo de 2013, por medio del cual el primero transfiere a la segunda el establecimiento de comercio denominado Quesera Chepe, identificado con matrícula mercantil 14308902 de la Cámara de Comercio de Pereira (F 75, C 1).

Demuestran esos documentos que los demandantes iniciaron una acción judicial contra el señor José Isaac Hernández; una vez proferida la sentencia de primera instancia, la que les resultó favorable, procedió el citado señor a celebrar los actos que se dice, son mera apariencia, y con posterioridad se confirmó el referido fallo.

Para la Sala, de acuerdo con la jurisprudencia que se ha traído como fundamento esta sentencia, el interés en los demandantes para demandar la simulación de los actos realizados por el señor José Isaac Hernández, surgió desde cuando promovieron la demanda tendiente a obtener se le declarara responsable de los daños que sufrieron a raíz del accidente de tránsito a que se refieren las copias de las sentencias que atrás se mencionaron, y concretamente desde cuando de ella recibió notificación el citado señor, pues sabía que aquellos buscaban un interés económico que podía afectar su patrimonio.

Y aunque la ejecución solo podía iniciarse con posterioridad al fallo de segunda instancia, producido después de la celebración de los negocios atacados de fictos,  no puede desconocer este tribunal la existencia de un interés jurídico en los demandantes, tendiente a conservar el patrimonio del deudor, como garantía del pago de las sumas de dinero que se le impusieran judicialmente, y que para la fecha en que se celebraron los actos tildados de simulados ya habían sido reconocidas en primera instancia, por lo que además estaban facultados para solicitar medidas cautelares de acuerdo con los numerales 6º y 8º del artículo 690 del CPC, con las modificaciones introducidas en su orden por el artículo 146, incisos 2º y 3º de la ley 769 de 2002 y por el 39 de ley 1395 de 2010, vigente para entonces. 
Y de acuerdo con la misma jurisprudencia, si ni siquiera es menester la existencia de un crédito previo al acto ficto, menos se puede exigir a los demandantes que hayan iniciado el proceso ejecutivo de manera previa, para demandar la simulación.

En conclusión, los demandantes tienen interés jurídico serio, cierto y actual para demandar los actos de los que dicen son mera apariencia y que celebró el señor José Isaac Hernández con los otros demandados para defraudar sus intereses como acreedores. Por ende, están legitimados en la causa por activa. 
En tal forma, se ha producido en esta Sala un cambio de criterio, pues en la sentencia proferida en el proceso con radicación 66001-31-03-003-2011-00235-01, del 13 de junio de 2016, en la que actué como ponente, se analizó la legitimación en la causa por activa bajo óptica diferente y se concluyó que los acreedores estaban legitimados para demandar la simulación, solo si aquella calidad la tenían antes de la fecha de celebración de los actos o contratos celebrados por sus deudores  que se dice son mera apariencia.

Para entonces, esa decisión se adoptó con fundamento en la sentencia  de la CSJ SC11003-2014 del 20 de agosto de 2014, con ponencia de la Dra. Margarita Cabello Blanco, a la que se refiere también, la providencia de la misma Corporación en que se fundamenta este fallo, distinguida con el No. SC21761-2017 del 18 de diciembre de 2017, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villabona.

Este tribunal, con ponencia del Dr. Duberney Grisales Herrera, en sentencia del 20 de septiembre de 2017, expediente con radicación 2014-00237-01, también aplicó parcialmente ese último fallo.
En conclusión, por el motivo que se analiza, la providencia impugnada no puede ser revocada.

También están legitimados por pasiva, valga decirlo para suplir la omisión del juzgado de primera sede, los señores José Isaac Hernández y Cecilia Toro de Hernández y la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS, que suscribieron los actos cuya simulación se depreca.
6. Los impugnantes muestran su inconformidad con el fallo que se revisa porque se consideraron como una sola situación jurídica la disolución y la liquidación de la sociedad conyugal, a pesar de que la parte demandante se cuidó de tocar la primera, el Juzgado dejó sin efectos las dos al disponer la cancelación de la escritura pública No. 1092 y que los bienes de la sociedad conyugal y el establecimiento de comercio, regresen a su original dueño, o sea al señor José Isaac Hernández y no a la sociedad conyugal ilíquida.

En realidad, aunque en la sentencia de primera sede se declaró simulado exclusivamente el acto de liquidación de la sociedad conyugal, tal como además se solicitó en la demanda, la funcionaria de primera sede, en el ordinal quinto del fallo, ordenó cancelar la escritura pública No. 1092, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, que contiene además la disolución de tal sociedad, asunto que no fue objeto de controversia en el plenario. 

Por tanto, se modificará esa decisión para disponer que lo que se ordena cancelar es el acto de liquidación contenido en tal documento, otorgado el 14 de junio de  2013, aclarado mediante escritura pública No. 1695 del 6 de septiembre de ese año, otorgada en la misma notaría.
7. Consideran los recurrentes que las restituciones ordenadas han debido hacerse a favor de la sociedad conyugal y no del señor José Isaac Hernández.
En ello tienen razón, aunque en forma parcial y solo respecto de los bienes que se incluyeron en la liquidación de aquella sociedad, pues el respectivo acto, como ya se indicara, contiene además su disolución y como esta no fue atacada, a ella deben volver para que hagan parte de las respectivas adjudicaciones.

La situación se torna diferente en relación con el establecimiento de comercio “Quesera Chepe”, objeto del contrato de compraventa que celebraron el señor José Isaac Hernández y la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS, pues no hizo parte del activo social y desconoce la Sala si de él hace parte o se trata de un bien exclusivo del citado señor. Por tanto, la orden se mantendrá en la forma como la dio el juzgado de conocimiento.
8. Se refirió además el apoderado de los recurrentes a los indicios sobre los que se edificó la simulación declarada, pero solo para decir que no tienen asidero en virtud a que los demandantes no están legitimados en la causa. Por tanto, como no criticó la valoración probatoria que de ellos hizo el juzgado de primera sede, este tribunal carece de competencia para pronunciarse al respecto.  

9. Como lo dice el mismo profesional, no existe ningún impedimento para disolver y liquidar una sociedad conyugal, aunque existan deudas o expectativas de acreencias, pero eso no fue lo que se debatió en este proceso, sino el carácter ficto del acto respectivo, que se celebró para defraudar a los acreedores de uno de los esposos.

10. En sus reparos, el abogado mencionado, hizo alusión al indicio que surge del valor que se dio a los bienes que fueron objeto de los actos declarados fictos, para decir que como en nuestro medio es normal que se les den valores fiscales, para nada influye que los bienes tengan un valor superior o inferior a los relacionados en el momento de la liquidación de la sociedad conyugal.

Aunque tuviere razón el citado profesional, esa sola circunstancia no justifica revocar la providencia impugnada, porque fueron más los indicios de simulación los que hallaron probados, sin que se hubiese objetado la valoración probatoria que de ellos hizo la jueza de primera instancia.
11. Se concluye de lo expuesto, que los argumentos del recurrente no serán acogidos.
12. Por lo expuesto, se confirmará la providencia que se revisa, excepto los ordinales quinto y octavo que serán modificados en la forma ya indicada y se condenará a los demandados impugnantes a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor de los demandantes, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 6 de marzo de 2018, en el proceso instaurado por los señores Anabeiba Muñoz Joven, Carmen Gutiérrez Ibáñez y Humberto Joven Alarcón contra la sociedad Nacional de Quesos y Almidones SAS y los señores Cecilia Toro de Hernández y José Isaac Hernández, modificando el ordinal quinto en el sentido de ordenar la cancelación de la escritura pública No. 1092 del 14 de junio de 2013, otorgada en la Notaría Segunda de Pereira, exclusivamente en lo relacionado con la liquidación de la sociedad conyugal; y el octavo, para ordenar que los bienes objeto de esa liquidación, regresarán al haber de esa sociedad conyugal.
Segundo: Costas a cargo de los demandados que impugnaron el fallo, a favor de los demandantes. Liquídense por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta instancia.

Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

Los Magistrados, 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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